Presenta memorial frente al rechazo de la designación de un abogado/a de confianza. Hace reserva del caso federal

Excma. Cámara: 

XXX, por derecho propio, con domicilio real en la calle XXX de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con el patrocinio letrado de XXX inscripto en el Tº XXX Fº XXX del CPAXXX, en autos caratulados “XXX” (Expte Nº XXX), a V.S. respetuosamente digo:

I. Objeto

Que de conformidad con lo establecido por el artículo 244 y subsiguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, vengo en tiempo y forma a expresar los agravios que fundan el recurso de apelación interpuesta oportunamente por esta parte, contra el decisorio de fecha XXX, mediante el cual el/la juez/a de grado me ha denegado la posibilidad de designar un/a abogado/a de confianza. En mérito a las consideraciones de hecho y de derecho que seguidamente paso a exponer, solicito se revoque el mismo en todas sus partes.

Asimismo, atenta la naturaleza y envergadura del tema traído a debate, expresamente hago reserva del caso federal.

II. Antecedentes

Con fecha XXX me presenté en el expediente “XXX”, designando como abogado/a patrocinante a XXX. Fundamenté tal petición en la normativa constitucional e infra constitucional que reconoce tal derecho y la obligación estatal de garantizarlo (especialmente los artículos 16, 18, 75 inc. 22 de la Constitución Nacional y el artículo 27 de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes). 
Manifesté que el proceso de control de legalidad de la medida excepcional me afecta de modo evidente, pues se está vulnerado mi derecho a la convivencia familiar y tengo derecho a exigir que se garantice.

Por último, argumenté in extenso que la defensa material, es decir, el derecho a ser oído/a, debe ser complementado con el aspecto técnico de la defensa que solo se logra a través de la figura del/a abogado/a de confianza.

Finalmente, con fecha XXX, se resolvió que no correspondía admitir la intervención letrada en la forma requerida porque V.S. expresó que no tengo el grado madurez exigido por el Código Civil y Comercial. Asimismo, V.S. sostuvo que el derecho de defensa técnica para la infancia y adolescencia es optativo y que mi defensa se ve perfectamente satisfecha con la designación de un/a Tutor/a ad litem.

Contra tal resolución, interpuse recurso de apelación, con fecha XXX, que fue concedido con fecha XXX y notificado electrónicamente con fecha XXX. 
III. Refutación del auto que desestima la pretensión de que XXX pueda comparecer a este juicio por sí con patrocinio letrado

Como ya fuera expresado, el/la juez a cargo del juzgado XXX resolvió no hacer lugar a mi presentación con patrocinio letrado.

Discrepo de la postura adoptada en el resolutorio de fecha XXX, toda vez que la misma se ha pronunciado de manera equivocada y no ajustada a derecho al contrariar la normativa constitucional y convencional vigente, ocasionando dicha circunstancia un gravamen de insuficiente reparación futura tanto sobre mi persona como sobre mis derechos, por las consideraciones de hecho y de derecho que haré a continuación.

III. a. Arbitrariedad de la sentencia apelada

La sentencia resulta arbitraria y no ajustada a derecho cuando establece que no tengo madurez suficiente para designar un/a abogado/a sin argumentos de hecho ni de derecho. 

La Ley 26.061 no establece ninguna condición ni distingue grupo etario para el acceso al patrocinio. Por ello, sujetarlo a los requisitos señalados en la sentencia implica una lisa y llana restricción de los alcances de la norma.

Si bien el Código Civil y Comercial supedita la defensa técnica a la capacidad progresiva la capacidad se debe presumir. Así lo dispone la Observación General N° 12 del Comité de los Derechos del Niño que es obligatoria para interpretar la Convención sobre los Derechos del Niño, siendo a su vez esta Convención imperativa para entender los alcances del artículo 26 del Código Civil y Comercial, según dispone el artículo 1 del mismo ordenamiento.

En tal sentido, el fallo en cuestión vulnera el principio pro homine ya que el a quo al realizar la interpretación del artículo 27 de la Ley 26.061 y artículo 26 del Código Civil y Comercial, lo hace sacrificando el derecho a acceder a un/a abogado/a. 

El principio pro homine requiere que, a la hora de armonizar dos normas se deba aplicar la que resulte más favorable para la persona afectada, en este caso el/la niña, niño o adolescente en cuestión. Es decir, aquella que mejor resguarde los derechos y garantías en juego.

Sin embargo, el fallo de V.S. opta por restringirme el acceso a este derecho, basándose en mi supuesta falta de madurez, contraria a la presunción constitucional y convencional de capacidad progresiva, sin aportar elementos de prueba suficiente para llegar a tal conclusión. 

III. b. Confusión de la figura del/a tutor/a ad litem con la figura del/a abogado/a del/a niño/a

Expresa el a quo que el derecho de defensa técnica contemplado                                                                                                                                                          en la Ley 26.061 se ve satisfecho con la designación de un tutor ad litem y consecuentemente no da lugar a la participación de un letrado/a especializado/a en infancia tal como estipula el artículo 27 inc. c) de la Ley 26.061. 
Sin embargo, no es posible la equiparación de la figura del tutor ad litem y la del abogado/a del niño/a porque responden a paradigmas distintos. Mientras la primera supone la incapacidad del/a niño/a/ adolescente, la segunda supone su capacidad progresiva.
El/la tutor/a sustituye la voluntad de la persona menor a 18 años que representa y, por lo tanto, patrocina su interés superior desde una perspectiva ajena y adulta. 

En cambio, el/la abogado/a no sustituye la voluntad del/a niño, niña o adolescente que patrocina, sino que la reproduce o transmite al/a juez mediante su defensa especializada, como podría ocurrir con cualquier adulto/a
.

De manera que el/la tutor/a ad litem representa el interés superior del/a niño/a/ adolescente según la mirada adulta, mientras que el/la abogado/a de confianza representa el interés particular de su patrocinado/a, según la mirada del/a propio/a niño/a/ adolescente
. 

El/a tutor/a ad litem no garantiza adecuadamente la participación del/a niño/a/ adolescente en el proceso porque defiende su interés de acuerdo con su leal saber y entender, quedando mediatizada o directamente desconocida cuál es la opinión de la persona menor a 18 años involucrada. Así se vuelve un/a sucedáneo/a de los representantes tutelares
.

Sin dudas, tal equiparación aniquila al patrocinio letrado en la infancia y adolescencia, lo que es vaciar de contenido al ordenamiento legal vigente en la materia.

Sin embargo, el/a juez de grado sostiene que el derecho de defensa se satisface perfectamente con la designación de un/a tutor/a ad litem, obviando por completo los alcances del artículo 27 de la Ley 26.061 y 26 del Código Civil y Comercial que suponen la real y activa participación del/a niño, niña o adolescente en el proceso. Más no su marginación, so pretexto de la intervención de sus representantes - sean sus madres/padres, tutores/as o representantes promiscuos. 

Además, resulta evidente que, si el/a legislador/a al sancionar la Ley 26.061 hubiera querido limitar la intervención del/a niño, niña o adolescente en el proceso a la intervención de los institutos tutelares, no hubiera reconocido la calidad de parte de los/as primeros/as en los procesos que los/as afectan y el consecuente derecho al patrocinio letrado. 

Por todo lo dicho, la resolución de V.S. me causa agravio irreparable dado que al decir el/la juez de grado que el derecho de defensa se satisface con la intervención del/a tutor ad litem, convierte en letra muerta la figura del/a abogado/a del/a niño/a.

III. c. El criterio cronológico del Código Civil y Comercial y su correcta interpretación.

El a quo infiere que no tengo derecho a la defensa técnica por no contar con los trece años que el Código Civil y Comercial requiere en su artículo 26.  

Por el contrario, el citado artículo establece que a partir de los trece años niñas, niños y adolescentes podemos actuar con patrocinio letrado a modo de presunción y no de restricción.

 Lo anterior encuentra sustento en el principio de autonomía progresiva, citado en el mismo artículo y que tiene origen en la Convención sobre los Derechos del Niño de raigambre constitucional. 

Es decir, siempre, desde los trece años, los/as adolescentes podrán designar abogado/a y ejercer los actos que el ordenamiento jurídico les permite. Pero, la situación de no haber alcanzado la edad establecida no debe tomarse como un obstáculo para designar letrado/a o actuar por sí, cuando el/la niño/a involucrado cuente con madurez suficiente, debiendo esa madurez presumirse en caso de no poder probar lo contrario. 

Esta interpretación ha sido sostenida por Azpiri para el caso de reconocimiento de hijos/as. Así sostuvo que la disposición del artículo 680 del Código Civil y Comercial, que establece que el/la adolescente de trece años no precisa autorización de sus madres/padres para reconocer hijos/as, no es obstáculo para que, antes de esa edad y si cuenta con madurez suficiente, pueda reconocerlos si los autorizan sus representantes legales u obtiene la venia judicial supletoria.
  

Además, fue la interpretación del/a Defensor/a de Menores de Cámara, quien ha considerado que la edad de discernimiento del derogado Código Civil operaba como una presunción que admitía prueba en contrario.

Desde esta perspectiva, el Proyecto de Reforma del Código Civil elaborado por la comisión designada por el decreto 468/1992 se enrolaba en una vertiente flexible, ya que, si bien se fijaba en los catorce años la edad el discernimiento para los actos lícitos, se autorizaba al tribunal a ponderar la efectiva madurez del/a niño/a involucrado/a en el acto.

De esta manera, también yendo al espíritu de la norma, las edades establecidas son indicadores de capacidad, pero no operan como obstáculo para que antes los/as niños/as puedan actuar por sí.

De lo contrario, la regulación de la figura del/a abogado/a del niño/a –que en ocasiones refiere a la edad y en ocasiones al grado de madurez suficiente –sería inteligible.

Es evidente que por una interpretación errónea y no armonizada con nuestra Constitución Nacional y con la Convención sobre los Derechos del Niño, V.S. me está negando el acceso a una garantía fundamental del debido proceso.

III. d. Los intereses contrapuestos con los representantes legales y su correcta interpretación

Sostiene V.S. que en mi caso se da el requisito de mis intereses contrapuestos contra los de mis representantes legales pero que no el requisito de la edad de trece años que el Código Civil y Comercial requiere en su el artículo 26 del Código Civil y Comercial.

Ya habiéndome explayado sobre la correcta interpretación del criterio cronológico, quisiera destacar que la contraposición entre mis intereses y los de representantes legales no es tampoco un extremo que requiere nuestro ordenamiento legal para la defensa técnica de niñas, niños y adolescentes. 

Más allá de que el a quo lo encuentre plasmado en mi caso, mi patrocinio letrado responde a una garantía del debido proceso que tengo como tal y no por una interpretación restrictiva del artículo citado del Código Civil y Comercial. 

No puede dejarse de lado que la Ley 26.061 es específica en la materia y que en ella se encuentra plasmado el sentido constitucional y convencional del patrocinio letrado para la infancia y adolescencia (artículo 27). Por tanto, no solo debe regir en todos los procesos judiciales y administrativos que no se encuentran regulados en el Código Civil y Comercial, sino que debe especialmente atenderse la coherencia que esta normativa refleja para con la Ley Suprema. 

En especial, para el supuesto del control de legalidad de la medida de separación familiar, en donde mi garantía constitucional y convencional del debido proceso adquiere especial relevancia por disponer el Estado de mis derechos humanos, tales como mi derecho a la identidad y mi derecho a la convivencia familiar. 

III. e. Desconocimiento de la capacidad progresiva de los/as niños/as/ adolescentes para elegir y designar abogado/a de confianza

V.S. manifiesta que, dado mi edad de 12 años, no cuento con la madurez suficiente para designar un/a abogado/a. No obstante, V.S. nada hace para probar mi falta de madurez.

Ya he expuesto la correcta interpretación del criterio cronológico que establece el Código Civil y Comercial, a los fines de armonizarlo con la Ley 26.061 y la Convención sobre los Derechos del Niño, pero además, el a quo desconoce los alcances del principio de autonomía progresiva que establece la convención mencionada. 

Por mandato convencional y constitucional, niños, niñas y adolescentes somos sujetos plenos de derechos y los podemos ejercer directa y progresivamente, con la dirección y orientación de nuestros padres y/o madres, conforme a la evolución de nuestras facultades. 

 En este sentido, la Ley 26.061 en su artículo 3 inciso d) reconoce la capacidad de ejercicio de todo niño, niña y adolescente en función de su capacidad progresiva. 

Lo mismo establece el Código Civil y Comercial en el mismo artículo en que regula el criterio cronológico (artículo 26) y por eso he expuesto que se trata de una presunción y no de un extremo que deba acreditarse para que el patrocinio jurídico en la infancia y adolescencia tenga lugar, porque tal interpretación implicaría volver al paradigma de la cultura tutelar que reconocía la incapacidad del/a niño/a en lugar de su capacidad progresiva. 

Siguiendo esta línea, mi capacidad debe presumirse y en todo caso V.S. debe probar lo contrario para restringirme el acceso a mi derecho a la defensa técnica. 

No obstante, mi falta de madurez se ha establecido en abstracto y bajo una interpretación errónea de la normativa vigente.

III.f. Desconocimiento de la obligación del Estado de designar letrado/a patrocinante y vulneración del derecho del/a niño/a de designar un/a abogado/a de confianza como derecho exigible

El/la juez de grado no hizo lugar a mi pedido de ser parte en el proceso con asistencia letrada por las razones que ya fueron expuestas y que me agraviaron, además manifestando que no tengo la madurez suficiente para elegir abogado/a de confianza, entendiendo que mi defensa técnica resulta optativa para la magistratura. 

Quiero resaltar al respecto que el a quo no contempló el alcance del artículo 27 de la Ley 26.061, que incluye la obligación que le compete como funcionario/a estatal de garantizar mi patrocinio letrado. 

El artículo citado es claro cuando establece que los organismos del Estado deberán garantizar a niños, niñas y adolescentes, en cualquier procedimiento judicial que los/as afecte, el derecho a ser asistidos/as por un/a letrado/a preferentemente especializado/a en niñez, adolescencia y familia. 

Se infiere que es un derecho del/a niño, niña o adolescente afectado/a y, por ende, optativa la designación de un/a abogado/a de su confianza. En cambio, para el Estado es una obligación que siempre debe proporcionarle a la persona menor a 18 años, pues se encuentran comprometida la garantía constitucional del debido proceso.

En cuanto al/a abogado/a “de confianza”, en el texto de la ley se obvió hacer expresa referencia para evitar que, ante la falta de designación, el/la niño, niña o adolescente se encuentre en situación de indefensión e invariablemente privado/a del acceso a la justicia, pero no para impedir su participación espontánea en el proceso. 

Por tanto, la designación de mi abogado/a de confianza debió ser respetada y aún en caso de no haberla hecho, V.S. debería haberme designado un/a letrado/a de oficio, nunca negándome el acceso a esta garantía constitucional y convencional. 

III.g. La defensa técnica de la infancia y adolescencia es una garantía constitucional y convencional del debido proceso

El/la juez de primera instancia pasó por alto que la negación de mi defensa técnica es, además de la incorrecta interpretación del Código Civil y Comercial y de la Ley 26.061, la privación de una garantía del debido proceso de raigambre constitucional y convencional. 

Lo antes dicho se sustenta en el cambio de perspectiva que la Convención sobre los Derechos del Niño implicó hacia la subjetividad de niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus propios derechos. 

Además, otro tratado internacional con jerarquía constitucional se encuentra en juego, que es la Convención Americana de Derechos Humanos que en su artículo 8.2. establece la garantía del debido proceso legal como el derecho irrenunciable a un/a abogado/a defensor/a libremente designado/a o a un/a defensor/a proporcionado por el Estado, sino se nombra el/la primero/a. 

Al respecto, es menester tener presente que niños, niñas y adolescentes, gozamos de los mismos derechos y garantías que los/as ciudadanos/as adultos/as y que el plus de protección especial que el Estado nos debe, no se debe interpretarse de manera de limitar nuestros derechos, lo que sería contradictorio y opuesto al fin constitucional y convencional que se persigue con el plus mencionado. 

Esto es lo que ha venido a remarcar la Ley 26.061, al incorporar, aclarar o ampliar una serie de derechos fundamentales y garantías procesales a favor de los/as niños, niñas y adolescentes, que importan la conformación de un nuevo proceso, acorde a un más acertado y ambicioso concepto de la garantía constitucional del debido proceso legal. 

Así, en su artículo 3 establece como declaración de orden público, la indisponibilidad de los derechos y garantías que acuerda o reconoce y, luego en su artículo 29, señala imperativamente su aplicación inmediata. 

Se trata de efectivizar los Derechos Humanos de jerarquía constitucional y convencional al dotar de dignidad humana a las personas menores a 18 años, respetando su autonomía progresiva y el reflejo de esta en el ejercicio de sus propios derechos.

Dichos derechos y garantías no se limitan a los procesos en que niños, niñas o adolescentes sean o vayan a ser partes procesales, sino que aprehende a todos los procesos que los/as afectan, fórmula de una inocultable amplitud
.

Con respecto a un derecho personalísimo, como es el derecho a la salud, ha señalado el Tribunal Superior de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que los derechos humanos personalísimos no pueden ser ejercidos por los representantes legales pues corresponden a la esfera de la autonomía y de la libertad personal
.

Mismas consideraciones caben para el derecho que me ha sido obstaculizado en autos. En particular, ante la adopción de medidas de protección –como es este caso- e independientemente del fin de amparo, se afectan mis derechos elementales. Esto es claro cuando se llega a la medida de separación del medio familiar –como sucedió en este proceso- con la consiguiente afectación del derecho a la identidad. 

Cualquiera sea la denominación que reciban los procesos de adopción de medidas de protección, implican el ejercicio del poder del Estado que significan la intromisión, aunque sea por motivos muy loables, en la vida del niño, niña o adolescente en cuestión y su familia.      

Esta intromisión debe siempre considerar las garantías del debido proceso para su legitimación frente a la comunidad. 

El derecho a la defensa opera bajo la lógica de constituir un contrapeso a la potestad del Estado. Esto es un límite al ejercicio del poder, cuyo fin es proteger ese ámbito de inviolabilidad o autonomía personal del cual gozan todas las personas. 

Específicamente, la garantía de defensa técnica es un requisito esencial del debido proceso y por lo mismo, irrenunciable. O sea, no se satisface con la mera circunstancia que un sujeto decida autónomamente prescindir de ella
. Contempla una dimensión negativa, que se traduce en la prohibición de la indefensión: impedir que se prive a una persona del ejercicio del derecho a la defensa, particularmente, por la acción del tribunal
.

En este caso, el proceso de control de legalidad me afecta de modo directo y además existe contraposición entre los intereses del Estado, en su función protectoria, y mis intereses. Como lógica consecuencia, tengo derecho a ser asistido por un/a abogado/a de confianza.

La denegatoria a intervenir en este proceso me causa un gravamen irreparable dado que me deja en un absoluto estado de indefensión para peticionar lo que por derecho corresponda.

Por el contrario, mi participación a través de mi abogado/a –ofreciendo y controlando la prueba y apelando las decisiones contrarias a mi interés-, permite que mis pretensiones sean debidamente consideradas por el a quo.

III.h. Vulneración del derecho a la defensa técnica

Es preciso destacar que la Ley 26.061 no sólo reconoce el derecho del/a niño, niña o adolescente a ser oído/a, sino que también establece bajo el título “Garantías Mínimas en los Procedimientos Judiciales”, en el artículo 27 inciso  c), el derecho a la defensa técnica.

Una concepción completa y garantista del derecho de defensa no puede olvidar el aspecto técnico de la defensa. De nada valdría el derecho de ser oído/a “sino se lo puede ejercer de modo útil y eficaz”
. 

La continua complicación de los procedimientos exige la presencia de un/a abogado/a especializado/a a los efectos de desarrollar y preparar una estrategia eficaz. 

La garantía de defensa consiste en asegurar la posibilidad de efectuar oportunamente y a lo largo del proceso, alegaciones y pruebas y contradecir las contrarias, con la seguridad de que serán valoradas en la sentencia
.

Por ello tengo derecho a acceder a la información del expediente para que en caso de no estar de acuerdo con las estrategias del Sistema de Protección, o en caso de decidirse la prórroga de la medida excepcional, pueda consentirla o recurrirla en los términos del artículo 27 inciso e. 

Asimismo, para acceder y comprender la información obrante en el expediente, así como para ofrecer y controlar prueba y apelar las resoluciones contrarias a mi interés, es indispensable la presencia de mi abogado/a de confianza. 

Sin dudas se puede afirmar que mi intervención en el proceso a través de mi abogado/a es necesaria para preparar una defensa eficaz y la negativa de su admisión me causa un gravamen irreparable, ya que mis intereses personales sean debidamente valorados por V.S al momento de adoptar decisiones sobre mi persona y mis derechos.

En este escenario, la decisión del a quo, sin dudas, constituye una manifiesta violación de la garantía procesal constitucional de defensa contenida en nuestra Carta Magna y receptada, a su vez, por tratados internacionales de jerarquía supralegal como son la Convención Internacional de los Derechos del Niño y el Pacto de San José de Costa Rica, entre otros.

El derecho de defensa se encuentra contemplado en la Convención sobre los Derechos del Niño en sus dos aspectos: defensa material y defensa técnica. El primero se funda en el derecho del/a niño o niña o adolescente a ser oído/a y a que sus opiniones sean tenidas en cuenta en todo procedimiento, judicial o administrativo, donde estén en juego sus derechos o intereses (art. 12). 

Lo fundamental de este aspecto es que debe ser concebido como un derecho del/a niño, niña o adolescente y una garantía frente al poder del Estado, por lo que la interpretación de sus manifestaciones no puede adquirir cualquier forma, sino sólo la que responda concretamente a un ejercicio defensivo de sus derechos.

El segundo aspecto, la defensa técnica, se funda básicamente en la noción de “asistencia jurídica” de la Convención de los Derechos del Niño, reconocida en el art. 40.2.b. III. 

Asimismo, el derecho a la defensa se encuentra consagrado en los dos tratados internacionales generales sobre Derechos Humanos más importantes, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

La Convención Americana establece el derecho irrenunciable a un/a abogado/a defensor libremente designado (art. 8.2) y, por su parte, el Pacto Internacional consagra las mismas garantías en términos muy similares (art. 14.3).

Estas garantías que se reconocen en los instrumentos internacionales, exclusivamente para aquellas personas que se ven enfrentadas al sistema de persecución penal, deben extenderse a todo niño, niña o adolescente que se vea afectado/a por un procedimiento administrativo o judicial y, por lo tanto, se incluyen aquellos procedimientos judiciales cuyas decisiones afectan derechos o intereses de ellos/as. 

Recordemos que la Convención de los Derechos del Niño debe ser “el piso mínimo” que deben cumplir los Estados para establecer modelos de representación judicial de niños, niñas y adolescentes y que, tanto la Convención Americana como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aseguran el derecho a un recurso efectivo que avale “las debidas garantías” y por supuesto, dentro de éstas se encuentra el derecho a la defensa (art. 2.3. A del pacto y artículo 8.1 de la convención). 

Asimismo la Ley 26.061, en su artículo 27 reconoce la garantía  de defensa, tanto en su aspecto material como técnico y establece que: “los Organismos del Estado deberán garantizar a los/as niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento judicial o administrativo que los afecte, además de todos aquellos derechos contemplados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, en los tratados internacionales ratificados por la Nación Argentina y en las leyes que en su consecuencia se dicten, los siguientes derechos y garantías: “a) A ser oído (…) c) A ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y adolescencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo incluya. En caso de carecer de recursos económicos el Estado deberá asignarle de oficio un letrado que lo patrocine”. 

Por su parte, el artículo 26 del Código Civil y Comercial también garantiza el derecho de material y técnica de niños, niñas y adolescentes.

A esta altura, también creo necesario formular algunas precisiones acerca de la representación del Ministerio Público. Es necesario no confundir el papel del Ministerio Público de Menores con la defensa técnica que puede ejercer el niño o adolescente en un caso concreto.

De modo enfático, establece el Decreto 415 reglamentario de la Ley 26.061 de Protección Integral de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes que el derecho de asistencia letrada previsto en el inciso c del artículo 27 incluye el de designar un abogado/a que represente los intereses personales e individuales del/a niño, niña o adolescente en el proceso judicial, todo ello sin perjuicio de la intervención del/a Asesor/a de Menores. 
Así, el/la Asesor/a de Menores materializa la mirada adulta del interés superior del/a niño/a y el/la abogado/a de confianza la mirada del niño de su mejor interés
 

III. i. Vulneración del derecho a acceder a la justicia y a la tutela judicial efectiva. Art. 18 C.N. y Art. 1.1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

La negativa a mi pretensión de poder comparecer por derecho propio y poder contar con patrocinio letrado importa una violación a la Constitución Nacional (arts. 18, 43 y 75 inc. 22) y los distintos instrumentos internacionales (arts. 1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; art. 8 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; art. XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre), en relación con el derecho de acceder a la jurisdicción y obtener una efectiva protección por parte del Poder Judicial.

En el caso de autos, el resolutorio impugnado transgrede lo dispuesto por el art. 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechos. 

¿Cómo se puede sostener que puedo obtener una efectiva protección por parte del Poder Judicial, si no se me permite designar a un/a abogado/a de mi confianza en un juicio en donde se están adoptando medidas protectorias sobre mi persona?

III. j. Vulneración de mi Interés Superior

La designación de un/a abogado/a de confianza se identifica absolutamente con mi interés superior.

El artículo 3.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño dispone que: "En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño".

Al respecto, Cillero Bruñol sostiene que “el interés superior del niño supone la vigencia y satisfacción simultánea de todos sus derechos” y “que el contenido del principio se encuentra dado por los propios derechos; interés y derechos, en este caso, se identifican. Todo "interés superior" pasa a estar mediado por referirse estrictamente a lo “declarado derecho”, por su parte, sólo lo que es considerado derecho puede ser "interés superior"
. De esta manera, la designación de un abogado de confianza nunca será contraria al interés superior del niño. Así, hace a su interés superior entendido como el cumplimiento de sus derechos, el de designar un abogado de confianza.

En tal sentido, “la disposición del artículo tercero de la Convención sobre los Derechos del Niño constituye un "principio" que obliga a diversas autoridades e incluso a instituciones privadas a estimar el "interés superior del niño" como una consideración primordial para el ejercicio de sus atribuciones; no porque el interés del niño sea considerado socialmente como valioso, o por cualquier otra concepción del bienestar social o de la bondad, sino que, y en la medida que, los niños tienen derechos, estos deben ser respetados”.
 

El principio indica a la autoridad que ella no "constituye" soluciones jurídicas desde la nada, sino en estricta sujeción, a los derechos de los/as niños/as sancionados/as legalmente. 

El ejercicio de la autoridad, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, se legitima, orienta y limita por los derechos que el ordenamiento jurídico le reconoce al/a niño/a/ adolescente. 

Así, lo que dispone el principio del interés superior del niño es “una limitación, una obligación, una prescripción de carácter imperativo hacia las autoridades, constituyéndose como un principio garantía de la vigencia de los derechos del niño”.

Todo lo anteriormente manifestado se encuentra consagrado en nuestro derecho interno, a través del artículo 3 de la Ley 26.061 que establece que: “A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley. Debiéndose respetar: 

a) Su condición de sujeto de derecho; 

b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta;

c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y cultural;  

d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales;

e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común…”.

Estos argumentos me llevan a sostener que hace a mi interés superior el ser tenido/a por parte y el que se haga lugar a la designación de XXX como mis abogados/as, a fin de cumplir con todos y cada uno de los principios y garantías constitucionales que considero abrogados y asimismo expresar mi opinión y que ésta sea escuchada y tenida en cuenta.

IV. Reserva caso federal

Hago expresa reserva de la cuestión federal, en cuanto una resolución contraria a lo solicitado viola los artículos 14, 16, 18, 41 y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional; los artículos 8 y 24 del Pacto de San José de Costa Rica; y los artículos 3, 5, 12 y 18 de la Convención de los Derechos del Niño, con fundamento en las razones expuestas precedentemente a las que brevitatis causae, nos remitimos.

V. Petitorio

Por lo expuesto a V.E. solicito:

1. Se tengan por formulados los presentes agravios en legal tiempo y forma del recurso de apelación oportunamente concedido por la a quo. 

2. Oportunamente, se eleven los autos al Superior.

3. Oportunamente, se revoque en todas sus partes, la resolución dictada por el a quo, ordenando que se emita una nueva conforme a lo aquí manifestado. 

4. Se tenga presente la reserva del caso federal.
Proveer de conformidad que,
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